
I. ANTECEDENTES

Las organizaciones no gubernamentales cumplen un papel legítimo en una sociedad democrática:
pueden visibilizar problemas, defender causas y participar en la discusión de políticas públicas. El
problema aparece cuando organizaciones que tienen posiciones políticas e ideológicas definidas
participan en instancias estatales presentándose como actores neutrales, técnicos o
representativos de la sociedad civil, sin transparentar suficientemente sus intereses, vínculos y
fuentes de financiamiento. El informe “ONGs político-ambientalistas en Chile” examina
precisamente esta tensión y advierte que, detrás de determinadas organizaciones ambientalistas e
indigenistas, existe una red de financiamiento, ideas y objetivos que trasciende las fronteras
nacionales.

La supuesta neutralidad de varias de estas ONG no resiste el análisis de sus propias actuaciones,
declaraciones y fuentes de recursos. En efecto, organizaciones chilenas que reciben
financiamiento significativo de fundaciones y entidades extranjeras que, a su vez, poseen agendas,
principios y prioridades explícitas. El punto central no es que una ONG tenga una determinada
visión política, sino que esa visión quede oculta cuando la organización interviene en decisiones
públicas como si fuera un actor independiente y exclusivamente técnico. En esas condiciones, una
organización puede terminar promoviendo una agenda política particular bajo la apariencia de
representar intereses generales.
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II. FINANCIAMENTO INTERNACIONAL

El financiamiento internacional resulta especialmente relevante. Entre los ejemplos, aparecen la
Fundación David y Lucile Packard, la Fundación Weeden y otras entidades que han destinado
recursos a organizaciones que operan en Chile. 

En el caso de Packard, el documento identifica aportes a organizaciones como FIMA, Oceana,
Fundación Terram, Observatorio Ciudadano y ProDESC, mientras que Weeden aparece
vinculada al apoyo de diversas organizaciones con actividad en la Patagonia. 

Estos vínculos muestran que no se trata simplemente de organizaciones locales actuando de
manera aislada: existe un ecosistema transnacional en el que recursos, capacidades, redes y
prioridades pueden trasladarse desde fundaciones internacionales hacia actores que
intervienen directamente en el debate chileno.



Es relevante dar cuenta de los objetivos y visiones de la sociedad que proponen las ONG: entre
ellas aparecen visiones vinculadas al decrecimiento, a una conservación que restringe
determinadas actividades productivas, a posiciones críticas del modelo capitalista, entre otras. El
problema, nuevamente, no es la existencia de estas ideas, sino que puedan adquirir una influencia
desproporcionada en la conducción de las ONG y entonces, las decisiones públicas, sin que
quienes participan en ellas conozcan claramente quién las financia, qué intereses sostiene y qué
objetivos persigue.

III. IMPACTO EN CHILE

Los casos siguientes permiten observar cómo esta influencia puede traducirse en acciones
concretas: en el caso de la Hidroeléctrica “Los Lagos”, una organización extranjera ProDESC
intervino en apoyo de una causa vinculada a una comunidad indígena y llevó la controversia a una
instancia internacional. Adicionalmente, organizaciones ambientalistas en materias como áreas
marinas protegidas, salmonicultura, proyectos energéticos, minería y permisos ambientales. Estos
casos son relevantes porque muestran que las agendas de estas organizaciones no se limitan a la
discusión académica o a la defensa abstracta del medioambiente: pueden incidir en proyectos de
inversión, procesos administrativos, legislación y decisiones de autoridades chilenas.

Aquí aparece una dimensión especialmente importante: la representación. Una ONG
profesionalizada, con financiamiento, abogados, especialistas y redes internacionales, puede tener
una capacidad de incidencia muy superior a la de comunidades, organizaciones locales, pequeñas
empresas u otros actores que también tienen intereses legítimos sobre un territorio. De esta
forma, en determinadas instancias de participación, estas organizaciones pueden terminar
ocupando el espacio destinado a representar a las comunidades locales, aun cuando no hayan sido
elegidas por ellas ni expresen necesariamente la diversidad de opiniones existente en el territorio.
La participación de una ONG, por tanto, no debería confundirse automáticamente con
representación territorial.
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IV. CONSIDERACIONES 

Esto plantea un desafío para la sociedad y para la igualdad ante la ley. Si el Estado invita a
participar en consejos, consultas, comisiones o procesos de decisión a organizaciones bajo la
premisa de que son actores neutrales o técnicos, pero en realidad algunas poseen agendas
políticas claramente definidas y vínculos financieros con organizaciones extranjeras, se corre el
riesgo de generar una participación desequilibrada. Quienes transparentan sus intereses pueden
terminar en desventaja frente a quienes acceden a espacios de decisión bajo una etiqueta de
neutralidad. La solución no es excluir a las ONG de la discusión pública, sino exigir transparencia,
diversidad y contrapesos: toda organización debe poder defender sus ideas, pero ninguna debería
recibir un trato privilegiado por presentarse como neutral cuando no lo es. 

En definitiva, se debe mirar el fenómeno de las ONG desde una perspectiva distinta. No basta con
preguntar qué causa defienden, sino también quién las financia, qué intereses tienen sus
financistas, qué redes internacionales integran, qué objetivos persiguen y qué influencia ejercen
sobre las decisiones del Estado. En un mundo globalizado, las agendas políticas no se detienen en
las fronteras y pueden utilizar organizaciones locales como vehículos de incidencia. Por eso, el
debate sobre ONG, medioambiente, pueblos indígenas y permisología también es un debate sobre
transparencia, representación y soberanía.


